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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / ES EL INPEC EL RESPONSABLE DE GARANTIZARLOS Y NO LOS ORGANISMOS DE POLICÍA / RECLUSION EN ESTACIONES DE POLICÍA / TRASLADO A CÁRCELES.
El aspecto central que debemos abordar en esta ocasión, tiene que ver con la presunta vulneración de los derechos fundamentales del señor JPS, por encontrarse detenido en las instalaciones de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, a pesar de ostentar la calidad de CONDENADO, y no de imputado o sindicado…
… teniendo en cuenta… que el accionante se encuentra en calidad de condenado, debemos invocar lo consagrado en el artículo 14 de la Ley 65 de 1993:

“Corresponde al Gobierno Nacional por conducto del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta a través de una sentencia penal condenatoria, el control de las medidas de aseguramiento…”

A su vez, el artículo 22 Ejusdem consagra la siguiente disposición: 

“Las penitenciarías son establecimientos destinados a la reclusión de condenados y en las cuales se ejecuta la pena de prisión, mediante un sistema progresivo para el tratamiento de los internos, en los términos señalados en el artículo 144 del presente Código”. (…)
Acorde con los anteriores presupuestos normativos, la Sala puede aseverar lo siguiente: 

1.  Que cuando una persona se encuentra detenida, sin importar si está en calidad de sindicada o condenada, adquiere una relación de sujeción especial con el Estado a través del INPEC, por ende, es dicho Instituto, y no un organismo Policial quien debe velar por la garantía del ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana que le son inherentes a la población reclusa a pesar de encontrarse privada de su libertad. (…)
… el accionante fue puesto a disposición del INPEC y no de la Policía Nacional, por lo tanto no existe justificación alguna para que a estas alturas se encuentre detenido en un calabozo de la Policía, máxime cuando es de notorio y público conocimiento que ese lugar no cumple con las reglas mínimas de respeto por sus derechos fundamentales, porque es un centro de detención transitorio, cuyas condiciones de infraestructura NO están diseñadas para albergar detenidos por tiempos prolongados…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del COORDINADOR DEL GRUPO DE TUTELAS DEL INPEC DEL NIVEL NACIONAL, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, mediante el cual amparó los derechos fundamentales del señor JPS.
SINOPSIS DE LOS ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Se extrae del libelo introductorio que: 
1. El señor JPS se encuentra privado de la libertad en la Estación de Policía del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, en calidad de condenado, lugar que, según afirma, no cuenta con las condiciones físicas ni sanitarias para una larga estadía, aunado a lo cual se encuentra en estado de hacinamiento. 
2. De manera reiterada el señor JPS ha solicitado su traslado a un centro penitenciario del INPEC, pero dicho Instituto se ha negado a proceder en tal sentido. 
PRETENSIONES:

Acorde con los hechos narrados en precedencia, el accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales a la vida e integridad personal, y como consecuencia de ello, se le ordene al INPEC su traslado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira.
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión y conformación del contradictorio: 

- El Despacho sustanciador admitió la presente actuación mediante auto, y en él ordenó correr traslado de la demanda a la Dirección Nacional del INPEC, Dirección Regional Viejo Caldas Ejusdem, Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, y ordenó la vinculación oficiosa del Ministerio de Justicia, Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Mediana Seguridad de Santa Rosa de Cabal, Defensoría del Pueblo de Risaralda, Consorcio Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, Patrimonio Autónomo Fondo Nacional de Salud de la Población Privada de la Libertad -Fiduprevisora S.A y Fiduagraria S.A-, Unidad De Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, Comando de Policía de Risaralda, Gobernación de Risaralda y Alcaldía de Santa Rosa de Cabal. 
2. Intervenciones:
- El Coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC del nivel Nacional, se refirió a las obligaciones de los organismos territoriales (Departamentos y Municipios), en lo que tiene que ver con la privación transitoria y preventiva de la libertad de las personas sindicadas o imputadas. Además, refirió que el alto porcentaje de detenidos que con esas características alberga el INPEC ha ocasionado un alto estado de hacinamiento, situación en la que cierto grado de responsabilidad tienen los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, como llamados a verificar quiénes tienen derecho a subrogados, libertades o mecanismos sustitutivos de la prisión intramural. 
Por esa misma línea, el funcionario aseveró que las personas que se encuentran privadas de la libertad por orden judicial no son solo responsabilidad del INPEC, sino de los Entes Territoriales.  

-  La Directora de la Regional Viejo Caldas del INPEC, sostuvo que la responsabilidad de custodia de las personas privadas de la libertad no recae de manera exclusiva sobre el esa Institución, sino también las alcaldías y gobernaciones, en lo que tiene que ver con los imputados, mientras que la competencia del INPEC tiene que ver con los condenados. Además, dijo que el traslado de detenidos a los centros carcelarios ha ocasionado el contagio de Covid al interior de los mismos, esto es, se pone en riesgo la vida, salud, seguridad y condiciones dignas de habitabilidad a las personas que ya están en la Cárcel de Pereira. 
- La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la USPEC, señaló que esa Unidad no hace parte del INPEC, y que carece de competencia para tramitar actos administrativos para trasladar y asignar cupos en los establecimientos carcelarios para a las personas que están sindicadas o condenadas en Estaciones de Policía a un Establecimiento Carcelario. 
Más adelante habló de las obligaciones que les asiste a las entidades territoriales respecto de las personas privadas de la libertad de manera preventiva. De su deber propio en materia de salud de la PPL y, a modo de conclusión, dijo que carece de legitimación por pasiva. 
- El Defensor del Pueblo (F.A) de Risaralda, no se refirió al caso puntual del accionante, sino a las medidas que esa entidad ha adoptado en materia de protección de las personas privadas de la libertad a nivel general. Alegó que carece de legitimación.

- La apoderada judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019, dijo que carece de legitimación por pasiva porque el traslado de los reclusos es una facultad discrecional del INPEC.  
- El Director de la Cárcel de Varones de Pereira, se refirió a las directrices de la Circular Nro. 000038 del 14 de junio de 2020 expedida por la Dirección General del INPEC para la planificación y programación de las actividades a desarrollar en los ERON para la recepción de personas privadas de la libertad, del cual se desprende que los establecimientos que registran un hacinamiento superior al 50% de su capacidad real no está autorizado para recibir PPL, añadiendo que ese lugar presenta un hacinamiento del 54.4%; adicionalmente, la activación de recepción de personas provenientes de centros de detención transitorios estará focalizada a Establecimientos que no registren casos confirmados de Covid, pero la Cárcel de Pereira, con corte al 23 de octubre de 2020, presentaba 493 positivos para dicho virus; ello implica que no sea posible el traslado del señor JPS. 
- El Secretario Jurídico del Departamento de Risaralda, expuso que el hacinamiento que se presenta en los calabozos y estaciones de policía, los cuales no se encuentran adecuados para la permanencia total de los detenidos, es generado por la negativa del INPEC para recibir a estas personas. Solicitó que se declare su falta de legitimación por pasiva. 
- El Comandante del Departamento de Policía de Risaralda, indicó que esa Oficina, junto con el Comandante de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, han desplegado acciones para dar solución al caso del ahora accionante a través de la petición de asignación de un cupo en el INPEC, pero no han obtenido respuestas favorables. Mencionó que se han dirigido oficios a la Gobernación de Risaralda, Alcaldía de Santa Rosa de Cabal, Director de la Cárcel de Pereira, así como de la Cárcel de Santa Rosa de Cabal y la Dirección Regional Viejo Caldas, en los que se ha explicado que las instalaciones policiales no cuentan con las condiciones mínimas de infraestructura y seguridad para la permanencia de las personas privadas de la libertad por más de 36 horas. 
Sostuvo que ante la indiferencia del INPEC y las demás instituciones que conforman el Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario, encargadas de velar por el respeto de los derechos humanos de los detenidos, es que se le ha descargado la responsabilidad de esta problemática a la Policía Nacional, al punto de tener que asumir funciones que por mandato constitucional y legal le corresponde a otros Organismos del Estado. Pidió que se desvincule a esa Oficina y se ordene a los Establecimientos Penitenciarios y Carcelarios que adelanten los trámites necesarios para asegurar el traslado del accionante.

- El Ministerio de Justicia y del Derecho dijo que carece de legitimación por pasiva, pues las pretensiones recaen en el ámbito de competencia de otras entidades. 
3. Fallo de primer nivel: 

Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de instancia decidió: 
“PRIMERO: RECONOCER y TUTELAR los derechos de los que es titular el señor JPS, quien se encuentra privado de la libertad y recluido en la Estación de Policía de esta localidad.
SEGUNDO: ORDENAR al INPEC para que gestione, tramite y agilice el traslado del peticionario desde la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, hasta el Centro Penitenciario y Carcelario la 40 de Pereira, el cual fue el que indicó el Juzgado de Ejecución y Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira.”
Para llegar a tomar esa decisión, el Despacho de primer nivel argumentó, con base en el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, que: “las Estaciones de Policía son de carácter transitorio y solo deben estar por un periodo de 36 horas, de lo contrario se estaría vulnerando los derechos fundamentales de los sindicados, atendiendo que estos lugares no cuentan con las infraestructuras adecuadas, en caso contrario esto sería contrario a la ley, siendo el Estado el primer garante de los derechos fundamentales de los PPL; en el presente caso tenemos que al señor JPS se encuentra recluido en la Estación de Policía de esta localidad, desde el pasado 3/08/2020, a sabiendas que la orden de captura estaba dirigida al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de la ciudad de Pereira, de lo cual ha pasado ya varios meses, sin que se dé cumplimiento al requerimiento del juez.”

4. Impugnación: 

Una vez notificada la decisión de instancia, se recibió dentro del término legalmente previsto un escrito de impugnación suscrito por el Coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC del nivel Nacional, en el cual señaló que su intención es la de obtener la revocatoria parcial del fallo de primer nivel, específicamente en lo que tiene que ver con las órdenes impartidas a esa Institución pues cuestionó que en dicho pronunciamiento no se hubiera analizado si el señor JPS se encuentra en calidad de sindicado, imputado o condenado; ni tampoco tuvo en consideración las restricciones consagradas en las Resoluciones 843 de 2020 y 666 de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social con respecto a la aplicación de medidas de protección y bioseguridad que impiden el traslado de PPL de Estaciones de Policía a los Establecimientos de Reclusión a cargo del INPEC dada la crisis sanitaria que atraviesa el mundo. 
Aseveró que la protección de las personas detenidas de manera preventiva la deben garantizar los organismos territoriales, y que la verdadera solución en este tipo de asuntos debe ser la construcción de las cárceles municipales para sindicados en un plazo perentorio, pues exaltó que su deber recae únicamente frente a personas condenadas. 
Indicó que con ocasión del estado de emergencia decretado por el Gobierno Nacional, se expidió el Decreto 804 de 2020 "Por el cual se establecen medidas para la adecuación, ampliación o modificación de inmuebles destinados a centros transitorios de detención a cargo de los entes territoriales y se adoptan otras disposiciones en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica", razón por la que los entes territoriales deben proceder de conformidad y atender a las personas detenidas preventivamente. También se refirió a la responsabilidad de las entidades territoriales en la construcción de cárceles municipales, de conformidad con el PND, así como el deber de brindar atención integral a los sindicados y detenidos preventivamente. 
También dijo que, al atender la decisión impugnada, se pone en alto riesgo a la población privada de la libertad del ERON de un posible contagio, y que no puede perderse de vista que los privados de la libertad de dichos Establecimiento ERON se encuentran bajo relación especial de sujeción frente al Estado, en este caso del INPEC. Además, puntualizó que el fallo de marras contraviene disposiciones legales en tiempos de crisis como la suscitada por el Covid, lo que quiere decir que se incurrió en una extralimitación de funciones. Finalmente, dijo que el accionante no ha demostrado el perjuicio irremediable para que prospere la presente acción de amparo constitucional. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia:  

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.

2. Problema jurídico: 

El problema jurídico a resolver en esta oportunidad, consiste en determinar si las autoridades Carcelarias adscritas al INPEC, han quebrantado los derechos fundamentales del señor JPS por no autorizar su traslado a alguno de los Centros carcelarios o de reclusión adscritos a ese Instituto. 

3. Solución del problema jurídico: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

El aspecto central que debemos abordar en esta ocasión, tiene que ver con la presunta vulneración de los derechos fundamentales del señor JPS, por encontrarse detenido en las instalaciones de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, a pesar de ostentar la calidad de CONDENADO, y no de imputado o sindicado como erróneamente lo quiere hacer ver el INPEC. 

Tal como se anunció, y en virtud de lo que se puede apreciar en el expediente, el señor JPS fue condenado a purgar una pena física de 1 año y 3 meses de prisión intramural por parte del Juzgado 2º Penal Municipal de Sogamoso desde el 14 de febrero de 2017; sucede que dicho ciudadano venía gozando de prisión domiciliaria, la cual fuera revocada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 9 de enero de 2019, quien libró orden de captura. Más adelante, se libró boleta de detención Nro. 158 del 3 de agosto de 2020 emitida por el aludido Juzgado y dirigida al INPEC, encontrándose que, no obstante, el señor JPS se encuentra privado de la libertad en la ya referida Estación de Policía desde el 2 de agosto de 2020, o sea, a cargo de una institución Policial de detención preliminar del municipio de Santa Rosa de Cabal, destinada y diseñada para la detención transitoria de personas a quienes no se les ha oficializado o definido su situación jurídica mediante una orden judicial.

En este preciso caso, teniendo en cuenta, como ya se anunció, que el accionante se encuentra en calidad de condenado, debemos invocar lo consagrado en el artículo 14 de la Ley 65 de 1993:

“Corresponde al Gobierno Nacional por conducto del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta a través de una sentencia penal condenatoria, el control de las medidas de aseguramiento, del mecanismo de seguridad electrónica y de la ejecución del trabajo social no remunerado.”

A su vez, el artículo 22 Ejusdem consagra la siguiente disposición: 

“Las penitenciarías son establecimientos destinados a la reclusión de condenados y en las cuales se ejecuta la pena de prisión, mediante un sistema progresivo para el tratamiento de los internos, en los términos señalados en el artículo 144 del presente Código.

Estos centros de reclusión serán de alta o máxima, media y mínima seguridad. Las especificaciones de construcción y el régimen interno establecerán la diferencia de estas categorías.”

Acorde con los anteriores presupuestos normativos, la Sala puede aseverar lo siguiente: 

1.  Que cuando una persona se encuentra detenida, sin importar si está en calidad de sindicada o condenada, adquiere una relación de sujeción especial con el Estado a través del INPEC, por ende, es dicho Instituto, y no un organismo Policial quien debe velar por la garantía del ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana que le son inherentes a la población reclusa a pesar de encontrarse privada de su libertad. 

2. Que en los casos en que en contra de un ciudadano se profiere una sentencia condenatoria, se afianza mucho más la obligación por parte del INPEC de verificar y garantizar su proceso de resocialización, y que existe un rol mancomunado entre dicho Instituto y el Juzgado de Ejecución de Penas para vigilar las condiciones en que se habrá de cumplir la sanción física y el lugar en que ello habrá de ocurrir.  
Como ya se dijo, el accionante fue puesto a disposición del INPEC y no de la Policía Nacional, por lo tanto no existe justificación alguna para que a estas alturas se encuentre detenido en un calabozo de la Policía, máxime cuando es de notorio y público conocimiento que ese lugar no cumple con las reglas mínimas de respeto por sus derechos fundamentales, porque es un centro de detención transitorio, cuyas condiciones de infraestructura NO están diseñadas para albergar detenidos por tiempos prolongados, pues su estructura resulta inadecuada para dichos fines, todo ello sin contar con que, como consecuencia del hacinamiento que impera en dicha sede, se le vulneran los derechos y garantías fundamentales del actor, en lo que tiene que ver con estar recluido en condiciones dignas. 
Y es que se ha convertido en una mala praxis por parte del INPEC el dejar en centros transitorios a las personas que son puestas en su custodia, aun cuando saben que en ese lugar hay pocas celdas, que las condiciones de salubridad no son adecuadas, que los espacios para asearse y para que los reclusos hagan sus necesidades fisiológicas no dan abasto, desconociendo con ello que las condiciones de privación de la libertad de la PPL debe siempre ir en consonancia con los postulados constitucionales que avalan por el reconocimiento de la dignidad humana. En suma, el INPEC no puede desligarse de su responsabilidad y delegar los deberes que le son propios a los organismos Policiales. 
Por lo dicho, la Sala considera que en este caso sí resultaba necesario intervenir en favor de los intereses del accionante, no obstante, atendiendo la crisis sanitaria en que nos encontramos en la actualidad, se torna imprescindible modificar la orden impartida en el numeral segundo de la decisión revisada, la cual, recordemos, es del siguiente tenor: “SEGUNDO: ORDENAR al INPEC para que gestione, tramite y agilice el traslado del peticionario desde la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, hasta el Centro Penitenciario y Carcelario la 40 de Pereira, el cual fue el que indicó el Juzgado de Ejecución y Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira”, debe la Sala advertir que NO es posible imponerle al INPEC un Establecimiento Penitenciario específico al que debe trasladar al privado de la libertad, pues tal decisión debe adoptarse teniendo en consideración aspectos como el nivel de hacinamiento del sitio y la situación actualizada en relación con la PPL contagiada por el Coronavirus, información que es de manejo exclusivo del Instituto a nivel nacional y/o regional. 
Así las cosas, se ordenará a la Dirección General del INPEC y Dirección Regional Viejo Caldas, que en un lapso que no podrá exceder 30 días hábiles, garanticen el traslado del señor JPS a un centro de reclusión adscrito a ese Instituto, momento para el cual deberá haberle realizado todas las pruebas respectivas para verificar que no esté contagiado y se pueda tener plena certeza de ello, aunque para tal fin tuviese que acudir a lo estipulado en el inciso final del parágrafo 5º
 del artículo 6º del Decreto 546 de 2020, esto es, ubicarlo preliminarmente en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio, y la adopción del protocolo para recepción de PPL de las estaciones de policía y URI a los Establecimientos Carcelarios, el cual incluye un ciclo de aislamiento preventivo previo al ingreso al nuevo lugar.
En mérito de lo expuesto hasta aquí, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, en el sentido de acceder al amparo de los derechos fundamentales del señor JPS, acorde con lo dicho en la parte motiva de la presente decisión.
SEGUNDO: MODIFICAR EL NUMERAL SEGUNDO de la decisión revisada, el cual quedará así: 

SEGUNDO: ORDENAR al INPEC A NIVEL NACIONAL Y REGIONAL VIEJO CALDAS que, en un lapso que no podrá exceder 30 días hábiles, garanticen el traslado del señor JPS a un centro de reclusión adscrito a ese Instituto, momento para el cual deberá haberle realizado todas las pruebas respectivas para verificar que no esté contagiado y se pueda tener plena certeza de ello, aunque para ello tuviese que acudir a lo estipulado en el inciso final del parágrafo 5º
 del artículo 6º del Decreto 546 de 2020, esto es, ubicarlo preliminarmente en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio, y la adopción del protocolo para recepción de PPL de las estaciones de policía y URI a los Establecimientos Carcelarios, el cual incluye un ciclo de aislamiento preventivo previo al ingreso al nuevo lugar.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y, posteriormente, remitirlo a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� “En relación con las personas que se encontraren en cualquiera os casos previstos en los literales a, b, c, y d del artículo segundo del presente Decreto Legislativo, que no sean beneficiarias de la prisión o de la detención domiciliaria transitorias por encontrase inmersas en las exclusiones de que trata artículo, se deberán adoptar las medidas necesarias por parte del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), para ubicarlas en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio.”


� “En relación con las personas que se encontraren en cualquiera os casos previstos en los literales a, b, c, y d del artículo segundo del presente Decreto Legislativo, que no sean beneficiarias de la prisión o de la detención domiciliaria transitorias por encontrase inmersas en las exclusiones de que trata artículo, se deberán adoptar las medidas necesarias por parte del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), para ubicarlas en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio.”





Página 11 de 11

